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Exp. 425/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 425/2023.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********. 

	DEMANDADA: DIRECTORA GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DE GOBIERNO DEL ESTADO.


	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., veintiuno de marzo del dos mil veinticuatro. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 425/2023, promovido por la C. **********, señalando como autoridad demandada a la Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, y

R E S U L T A N D O

I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día veintiuno de abril del dos mil veintitrés, la C. ********** promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridad demandada a la Licenciada Areli Rodríguez Pérez en su carácter de  Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, y como actos impugnados los siguientes:
“1.- La resolución contenida en el oficio **********, de fecha 31 de enero de 2023 por medio de la cual se sobre el recurso administrativo de revocación promovido en contra de los créditos fiscales **********
“2.- La resolución determinante del crédito fiscal **********, emitida supuestamente por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mismo que constituye el acto originalmente recurrido”.

“3.- La resolución determinante del crédito fiscal ********** emitida al parecer por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, acto recurrido en vía administrativa”

II.- En proveído de veintisiete de abril del dos mil veintidós, se admitió a trámite la demanda por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta a la autoridad antes señalada como demandada, emplazándola para que dentro del término de diez días hábiles, contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que éstas se encontraran relacionadas; apercibida la autoridad demandada que de no contestar la demanda dentro del plazo legal que le fue fijado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se le tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario; además se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda.

En cuanto a la suspensión solicitada por el actor, se concedió la suspensión del acto impugnado, respecto a las acciones de cobro que pretendiera realizar la autoridad demandada, para el efecto de que las cosas se mantuvieran en el mismo estado hasta la resolución del presente juicio; quedando sujetos los efectos de dicha suspensión al requisito de garantizar ante la Secretaria de Finanzas del adeudo exigido por la demandada, en términos de las disposiciones legales aplicables.

III.- En proveído de catorce de junio del dos mil veintitrés, se acordó lo siguiente:

Se tuvo a la autoridad demandada por dando contestación a la demanda por conducto del Procurador Fiscal de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, por lo cual, con las copias simples de la contestación de cuenta y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para que manifestara lo que a su derecho conviniera en el término que le fue fijado.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:

De la actora:

a) Copia fotostática simple del acuse de recibo del recurso de revocación presentado por el actor ante la autoridad demandada, en fecha cinco de diciembre de dos mil dieciocho.
b) Resolución recaída al recurso de revocación presentado por la parte actora, de fecha treinta y uno de enero de dos mil veintitrés. 
Del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada perteneciente a la Secretaría de Finanzas: se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

a) Copia certificada del requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio ********** y su acta de notificación del día tres de noviembre de dos mil dieciséis; que detalla en el punto 1  del capítulo de pruebas de su contestación de demanda.

b) Crédito número ********** con requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio **********y su acta de notificación del once de julio de dos mil diecisiete.
c) Copia certificada del requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio ********** de fecha tres de noviembre de dos mil dieciséis; documental que detalla en el punto 3, del capítulo de pruebas de la contestación de demanda.

d) Crédito número ********** con requerimiento de obligaciones omitidas con número de emisión **********, folio ********** y su acta de notificación del once de julio de dos mil diecisiete.
e) Copia certificada de la resolución contenida en el oficio ********** de fecha treinta y uno de enero de dos mi veintitrés, así como las constancias de notificación de fecha seis de marzo del año en curso.
f) La instrumental de actuaciones.
g) La presuncional legal y humana.
Finalmente en virtud de que la parte actora del juicio en su escrito inicial de demanda, manifestó que la autoridad demandada no le notificó los requerimientos de pago con número de emisión **********, folio ********** y **********, folio **********; así como los créditos fiscales con folios **********y **********; y por su parte el Procurador Fiscal compareciente, exhibió anexo a la contestación de demanda de cuenta, las documentales antes citadas, así como los citatorios y las constancias de notificación de dichos requerimientos; se le otorgó a la actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que pudiera ampliar su demanda, con el apercibimiento de tenerla por no ampliando la misma, si no lo hiciera dentro del plazo legal que le fue señalado.
IV.- En auto de siete de julio del dos mil veintitrés, se tuvo a la actora por interpuesta la ampliación de la demanda en los términos expuestos, en virtud de lo cual, con una copia simple del escrito de ampliación de mérito, se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara la ampliación de demanda dentro del término de diez días, manifestará lo que a su derecho conviniera, ofreciera, exhibiera las pruebas que estimara convenientes y expresara los hechos con que éstas se encontraran relacionadas; apercibida que en caso de no hacerlo este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
V.- Mediante proveído dictado el cinco de septiembre del dos mil veintitrés, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de la autoridad demandada, por contestando la ampliación de la demanda, por lo que en tal virtud se ordenó que con copia simple del oficio contestatorio, se corriera traslado a la parte actora para los efectos legales correspondientes.
Además, con fundamento en lo establecido por los preceptos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes dentro de la ampliación de demanda; las siguientes:

a) A la parte actora: con fundamento en el artículo 61 del Código Procesal Administrativo para el Estado, se le tuvo por admitida como hecho notorio, el amparo en revisión ********** emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en fecha quince de agosto de dos mil quince.
b) A la autoridad demandada, se le tuvo por reiterando como pruebas de su parte, dentro de la ampliación de demanda, las señaladas en su contestación de demandada contenidas en el oficio **********, de fecha dieciocho de mayo de dos mil veintitrés; además por ofreciendo la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana.

Finalmente, visto el estado de autos, con fundamento en el artículo 245 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se señalaron las once horas del tres de octubre de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del código en cita.
VI.- En proveído de fecha tres de octubre del dos mil veintitrés; se ordenó diferir la audiencia de ley fijada para las once horas del tres de octubre del mismo año, y en su lugar se fijó como nueva fecha y hora para su desahogo las doce horas del veintitrés de octubre de dos mil veintitrés; ello, debido a que el proveído dictado el cinco de septiembre de dos mil veintitrés, en el que se fijaron las once horas del tres de octubre del citado año, para la celebración de la misma, no se notificó a  la parte actora.
VII.- En la fecha y hora indicadas,- doce horas del veintitrés de octubre de dos mil veintitrés- tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda y de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- En el caso el interés jurídico de la parte  actora se encuentra plenamente acreditado, ya que comparece por derecho propio.
Por otra parte, se debe de manifestar que demuestra su interés jurídico acompañando a su escrito inicial de demanda el oficio **********, de fecha 31 de enero del 2023, que contiene la resolución del Recurso de Revocación  interpuesto ante la Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en contra de los créditos fiscales **********, en donde aparece como destinataria **********; documental que obra a foja 17 anverso y reverso, del expediente en el que se actúa. 
Tocante a la autoridad demandada; compareció al dar contestación a la demanda el ********** en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación del Director General de Ingresos de la citada Secretaria, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo el 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 33 del expediente.

La documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución contenida en el oficio número **********, de fecha 31 de enero de 2023, emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado; dicha documental obra agregada a fojas 17 de este expediente y adquiere valor probatorio pleno según lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda y de ampliación, se localizan a fojas 03 a la 10 y 64 a la 74 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- Previo a iniciar con el estudio de los conceptos de impugnación formulados por la parte Actora en el escrito de demanda; se debe precisar, que el estudio de los mismos, se estudiarán en un orden diverso al planteado, tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio a la actora y en conjunto los conceptos de impugnación que guarden una estrecha relación entre sí. El criterio que adopta la Sala se sustenta en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcriben:

“Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5.

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional...”
“Novena Época,  Registro: 166717, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: XVI.1o.A.T. J/9, Página:  1275.

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO). El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra…”
1. En ese sentido se procede a entrar en primer término, al análisis del argumento que hace el actor en el Segundo concepto de impugnación del escrito inicial de demanda, en el que controvierte la resolución contenida en el oficio número **********, de fecha 31 de enero de 2023, emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, bajo el argumento de que esta indebidamente fundada la competencia de la autoridad, y al efecto aduce que cita el artículo 47, fracción I, inciso f) del Código Fiscal del Estado, pero que la competencia de la demandada se encuentra en el inciso c) y no en el f); y que además, si la Directora General de Ingresos resuelve el Recurso de revocación a través de la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, debió citar en forma completa el articulo artículo 3 fracción II, inciso c) del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas, pero que omitió citar el inciso c), por lo que considera que la fundamentación de la competencia de la autoridad se encuentra incompleta.

A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser parcialmente fundado pero insuficiente para desvirtuar la legalidad del acto, ello en virtud de las siguientes consideraciones:

En primer término y para una mayor comprensión del presente estudio, se estima necesario realizar la transcripción en la parte que nos interesa del oficio número **********, el cual obra a fojas 17 de este expediente, lo cual se realiza a continuación:
 “…

Esta Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosíes competente para conocer del presente recurso de revocación, con fundamento en los artículos 1°, 3° fracción I inciso b), 31 fracción II y 33 fracciones V, XII, XIII y L de la Ley Orgánica de la Administración Publica del Estado de San Luis Potosí; 47 fracción I, inciso f), penúltimo párrafo del Código Fiscal del Estado, y 1°, 3° fracción II y ultimo párrafo, 5, 8 fracción XV, 14 fracción XVII y 21 fracción II del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas Del Gobierno del Estado de San Luis Potosí publicado en la edición extraordinaria del periódico oficial de dicha entidad, el 07 de mayo de 2005 y modificado mediante decretos publicados en ediciones extraordinarias del mismo órgano oficial de difusión, los días 17 de junio de 2006, 16 de julio 2011 y 19 de enero 2016.
De dicha transcripción se advierte la fundamentación empleada por la autoridad demandada -Dirección General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado-, para sostener la competencia para emitir la resolución del Recurso de Revocación interpuesto por la actora, en contra de los créditos fiscales **********; de los que conviene destacar los artículos 1, 31 fracción II, 33 fracción V, XII y XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; el artículo 1°, 3° fracción II y último párrafo, 8 fracción XV, y 14 fracción XVII del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas Del Gobierno de Estado de San Luis Potosí, resultando pertinente realizar la transcripción de los mismos:
LEY ORGANICA DE LA ADMNISTRACION PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI 

ARTICULO 31. Para el estudio, planeación y despacho de los asuntos y negocios de la administración pública estatal, el Ejecutivo contará con las siguientes dependencias:

II. Secretaría de Finanzas;

ARTICULO 33. A la Secretaría de Finanzas corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

V. Recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado; administrar las participaciones federales en los términos de los convenios celebrados, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales;

XII. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas de carácter fiscal y demás de su ramo, vigentes en el Estado;

XIII. Imponer las sanciones por infracción a las disposiciones fiscales, de conformidad con la legislación aplicable;

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DE ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

ARTÍCULO 1º. La Secretaría de Finanzas, como Dependencia del Poder Ejecutivo del Estado, tiene a su cargo el despacho de los asuntos que expresamente le encomiendan el Artículo 33 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado y otras leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Gobernador del Estado.

ARTÍCULO 3º. Para el despacho de los asuntos de su competencia, la Secretaria de Finanzas contará con las siguientes unidades administrativas:

II. La Dirección General de Ingresos de la que, a su vez dependen directamente la: 

a) Dirección de Recaudación y Política Fiscal; 

b) Dirección de Fiscalización; 

c) Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal; y, 

d) Dirección de Catastro.

 (…)

 (ADICIÓN P.O.E. 19 DE ENERO DE 2016) 

La Secretaría ejercerá sus atribuciones por conducto de su Titular y sus unidades administrativas en todo el territorio del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí.

ARTÍCULO 8º. Corresponde a las Direcciones Generales el ejercicio de las siguientes atribuciones:

XV. Resolver los recursos administrativos que se interpongan en asuntos de su competencia;

Artículo 14. La Dirección General de Ingresos atenderá del despacho de los siguientes asuntos:
(…)

XVII.- Admitir, tramitar y resolver los recursos administrativos que promuevan los particulares en contra de actos o resoluciones que emitan la Dirección General de Ingresos, las Direcciones de Área y las Subdirecciones que dependan de estas;
De los artículos anteriormente mencionados, se desprenden las siguientes consideraciones:  

a).- Que le corresponde a la Secretaria de Finanzas el despacho de diversos asuntos, entre los que se encuentran la de recaudar los impuestos, derechos, contribuciones de mejoras, productos y aprovechamientos que correspondan al Estado, así como vigilar y asegurar el cumplimiento de las disposiciones fiscales; 

b).- Que dicha Secretaria de Finanzas, contará para el despacho de los asuntos de su competencia, diversas unidades administrativas, entre las que se encuentra la Dirección General de Ingresos, de la que a su vez dependen directamente, direcciones de área. 
c).- Señala las funciones de las Direcciones Generales, entre las que se encuentra, el resolver los recursos administrativos que se interpongan en asuntos de su competencia; así como también las funciones de la Dirección General de Ingresos; entre las que se encuentran, la de admitir, tramitar y resolver los recursos administrativos que promuevan los particulares en contra de los actos o resoluciones que emita la misma Dirección General de Ingresos, las Direcciones de Área y las Subdirecciones que dependan de estas.

En conclusión de los normativos anteriormente transcritos se desprende que la Secretaria de Finanzas, contará para el despacho de los asuntos de su competencia, de diversas unidades administrativas, de entre las que se encuentra la Dirección General de Ingresos, por lo que es de estimarse que se demuestra la existencia de la autoridad emisora de la resolución contenida en el oficio número **********, de fecha 31 de enero de 2023, emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, así como la facultad para la emisión de actos de esa naturaleza, habida cuenta que expresamente se le otorga la facultad de resolver los recursos administrativos que promuevan los particulares en contra de los actos o resoluciones que emita la misma Dirección General de Ingresos, las Direcciones de Área y las Subdirecciones que dependan de estas.

En ese sentido, se debe de hacer mención, que la autoridad demandada para fundar su competencia: (i) señala la existencia y funciones de la Secretaría de Finanzas; (ii) Que dicha Secretaria contara con diversas unidades, entre las que se encuentra la Dirección General de Ingresos, señalando sus funciones, entre las que se encuentra la de emitir actos de esa naturaleza, de ahí que no obstante que como lo sostiene la parte actora, la emisora del actos omitió señalar el inciso c), de la fracción I, del artículo 47, del Código Fiscal del Estado, que es la que contempla a la Dirección General de Ingresos, como autoridad fiscal estatal; ello no implica que no se encuentre fundada  la competencia de la citada autoridad, dado que como ya quedo establecido, dicha competencia se encuentra debidamente fundamentada en los artículos 33 fracción V, XII y XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; el artículo 3° fracción II y último párrafo, 8 fracción XV, y 14 fracción XVII del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas Del Gobierno de Estado de San Luis Potosí.
Por lo que, es de considerarse que en el oficio número **********, de fecha 31 de enero de 2023, emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, si se encuentra debidamente fundada la competencia de la autoridad para emitirla.
Además de lo anterior se advierte que la parte actora se duele de que la Directora General de Ingresos resuelve el Recurso de Revocación a través de la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal, por lo que debió citar en forma completa el articulo artículo 3 fracción II, inciso c) del Reglamento Interior de la Secretaria de Finanzas, pero que omitió citar el inciso c), por lo que considera que la fundamentación de la competencia de la autoridad se encuentra incompleta; sin embargo, parte de un postulado no verídico, pues la resolución contenida en el oficio número **********, de fecha 31 de enero de 2023, se encuentra signada por la Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, de tal manera que no fue emitida por la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal como lo señala la parte actora.

Derivado de lo anterior, es que resulta lo parcialmente fundado pero insuficiente para desvirtuar la legalidad del acto.
Lo anterior, en virtud de que contrario a lo que manifiesta la parte actora en su concepto de impugnación que en este acto se analiza, la autoridad demandada en primer término, si acreditó la existencia de la Dirección General de Ingresos, y en segundo, también señala la funciones de dicha Dirección, entre las que se encuentra la de vigilar, aplicar y promover el cumplimiento de las disposiciones fiscales estatales y ordenar la determinación, notificación y requerimiento de pago de créditos fiscales estatales.
2. En segundo término se procede a entrar al Primer concepto de impugnación del escrito inicial de demanda, en el que el actor manifiesta medularmente lo siguiente:

Que la demandada en la resolución al recurso de revocación ante ella interpuesto, determina el sobreseimiento del mismo, señalando únicamente una supuesta notificación que dice obra en el expediente administrativo, sin que ello le conste a la parte actora, ya que nunca le fueron dados a conocer los documentos de la notificación a que se refiere la demandada, lo que estima lo deja en total estado de indefensión, además de que el artículo 177, último párrafo, del Código Fiscal del Estado, dispone que para un mejor conocimiento de los hechos controvertidos, la autoridad podrá acordar la exhibición de cualquier documento que tenga relación con los mismos, por lo que la demandada tenía la obligación de probar la existencia de las resoluciones determinantes de los créditos fiscales recurridos y sus respectivas notificaciones. 
Agrega que en su escrito de interposición de recurso también aludió a que las resoluciones y sus notificaciones no cumplían con los requisitos de legalidad, tales como son; el levantar acta circunstanciada, que se señalara la autoridad emisora y lugar  y fecha de su emisión, pero que la demandada únicamente hizo referencia a una supuesta notificación que dice se encuentra en el expediente, sin soportar dicha afirmación con documento alguno, por lo que omitió substanciar el Recurso de Revocación considerando lo dispuesto en el artículo 45, 177 y 179 del Código Fiscal del Estado.
A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser infundado, ello en virtud de las siguientes consideraciones:

En ese sentido, es conveniente precisar que en una parte del primer concepto de impugnación del escrito inicial de demanda, la actora se duele de que la demandada sóbrese el recurso de revocación interpuesto, alegado una supuesta notificación (de los créditos fiscales **********) pero que la demandada únicamente hizo referencia a la misma, señalando que se encuentra en el expediente, pero que no soporto dicha afirmación con documento alguno.
Para una mayor comprensión del asunto, se inserta la imagen digitalizada de la resolución impugnada  -oficio número **********.
(Imagen digitalizada)
Del contenido de la imagen digitalizada del acto impugnado, se advierte que la emisora determina sobreseer el Recurso de Revocación, al considerar que el mismo fue presentado fuera de los treinta días siguientes, a aquel, en que haya surtido efectos la notificación del acto recurrido y que los créditos **********, fueron notificados por la Dirección General de Ingresos el día 11 de julio del 2017, surtiendo efectos el miércoles 12 de julio de 2017, por lo que al interponer el recurso hasta el 5 de diciembre de 2018, según el sello de recepción de la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Secretaria de Finanzas, transcurrió en exceso el plazo de los treinta días para interponer el recurso.
Ahora bien, retomando los argumentos del actor en los que señala que la notificación que refiere la demandada no le consta, ello implica una negativa, por lo que debemos considerar, que el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, señala que los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones, ello según se ve de la transcripción del mismo:


“ARTICULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”  

Del numeral transcrito se obtiene que si bien los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de la presunción de legalidad, corresponde a éstas acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente. De ello se sigue que la presunción de legalidad subsiste siempre y cuando el particular no niegue lisa y llanamente los hechos que motivan el acto de autoridad.

En el caso se tiene que la actora en su escrito inicial de demanda negó lisa y llanamente la notificación de los créditos **********, por lo que se concluye la carga probatoria conforme al numeral 45 del Código Fiscal en cita, corre a cargo de la autoridad demandada, quien tiene la obligación legal de justificar sus afirmaciones.

En ese sentido, la autoridad demandada al producir su respectiva contestación de demanda, en lo conducente manifestó lo siguiente:

"...señala la actora que la resolución recaída al recurso de revocación contenida en el oficio **********, violenta sus derechos de legalidad y de un debido proceso, al haberse omitido durante la tramitación del medio de defensa, el darle a conocer los créditos fiscales **********.
Argumento que resulta ino9perante por falso e infundado, lo anterior tomando en consideración que contrario a lo sostenido por la contribuyente actora el crédito fiscal ********** con numero de requerimiento **********, de 6 de julio de 2017, por la cantidad de ********** emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, le fue notificado legalmente el día 11 de julio de 2017, a la actora ********** y a fin de comprobar la legal notificación de dicho crédito, se ofrecen como probanzas de la autoridad a la que represento, las constancias de notificación de dicho acto administrativo, de donde se desprende que tal notificación fue llevada a cabo legalmente, observando las reglas que para tal efecto contemplan el articulo 72 y 73 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

De igual forma, resulta inoperante por falso e infundado, lo anterior tomando en consideración que contrario a lo sostenido por la contribuyente actora el crédito fiscal **********con número de requerimiento ********** de 6 de julio de 2017, por la cantidad de ********** emitido por el Director General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado del Estado, le fue notificado legalmente el día 11 de julio de 2017, a la actora …” 
 (…) 

De igual manera, como lo refiere la autoridad fiscal, exhibió aquellas actuaciones que la accionante manifestó desconocer, (El crédito fiscal **********, así como también del **********, como las constancias de notificación respectivas) respecto de las cuales este Órgano Jurisdiccional, concedió en su favor, el término legal para ampliar su demanda.

Así, el día veinticinco de octubre del dos mil veintitrés, el accionante promovió la referida ampliación, formulando agravios tendentes a controvertir las resoluciones determinantes de los créditos fiscales **********, así como de las constancias de notificación de los mismos, señalando al efecto lo siguiente:

· Que niega que se hayan llevado a cabo las supuestas notificaciones; como también que ella haya atendido las diligencias de notificación que ahora impugna; como también niega que haya plasmado alguna firma en las supuestas actas de notificación; y también niega que se haya identificado ante los supuestos notificadores y que les haya manifestado que ella era la contribuyente.

· Que con el ofrecimiento y aportación de las pruebas que se debieron dar a conocer en el recurso de revocación, se vulneran los artículos 8.I, 25.I, de la Convención Americana de los Derechos Humanos, que se refieren al debido proceso legal; 1°, 14, 16, 17, 29, 45 y 177 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

· Reitera que la demandada pretende hacer valer pruebas, que por disposición legal debió haber aportado en el recurso de revocación, pues las mismas fueron desconocidas desde mi escrito inicial de dicho procedimiento.
· Que la derogación del artículo 129 del Código Fiscal de la Federación, no implica que se haya quedado suprimida loa garantía de dar a conocer al contribuyente el acto administrativo, así como su notificación cuando este manifieste desconocerlo, para que pueda controvertir sus fundamentos y motivos, así como su notificación; lo que es aplicable puesto que el artículo176 del Código Fiscal del Estado que fue derogado por la misma razón y que regulaba el procedimiento correspondiente a cuando el recurrente desconocía la resolución recurrida y su notificación.

Al respecto esta Sala Unitaria estima que los argumentos que se analiza resultan infundados e inoperantes, por las consideraciones siguientes.

En principio es de tener en cuenta el contenido de las  actas de notificación celebradas respectivamente el once de julio del dos mil diecisiete, respecto de los créditos fiscales **********, visibles en copia fotostática certificada a foja 42 a la 44 y 55 a la 57 de autos, las cuales merecen valor probatorio pleno de acuerdo al artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado; cuyas imágenes se insertan en seguida:
(Imagen Digitalizada)
De la imagen digitalizada de las actas de notificación en cuestión, se advierte lo siguiente:
a).- Que en la parte superior de la primera acta de notificación, se encuentran establecidos los datos de identificación del documento, siendo los siguientes “NO. DE REQUERIMIENTO **********”, “RFC: **********”, “CREDITO FISCAL NO. **********, “NOMBRE, DENOMINACION RAZON SOCIAL: **********”, DOMICILIO: **********.”, “ACTA DE NOTIFICACIÓN”.

b) Que en la parte superior de la segunda acta de notificación, se encuentran establecidos los datos de identificación del documento, siendo los siguientes “NO. DE REQUERIMIENTO **********”, “RFC:**********”, “CREDITO FISCAL NO. **********”, “NOMBRE, DENOMINACION RAZON SOCIAL: **********”, DOMICILIO: CALLE: ********** “ACTA DE NOTIFICACIÓN”. 

c) Que las respectivas diligencias de notificación fueron; la primera del crédito fiscal por concepto de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, número **********, “con numero de requerimiento:”**********”; y la segunda del diverso crédito fiscal número **********, “con número de requerimiento:”**********”; ambas de fecha once de julio del dos mil diecisiete.
b).- Que el diligenciario entendió ambas diligencias de notificación directamente con el contribuyente, de nombre **********
c).- Que la persona que atendió la diligencia se identificó debidamente con credencial de elector número **********,  expedida por el Instituto Nacional Electoral.
d).- Que a **********, se le entregaron los documentos consistentes en del crédito fiscal por concepto de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado, número **********, requerimiento:”**********; y el crédito fiscal número **********, con número de requerimiento: **********. 
d).- Que firmaron el acta de notificación tanto el diligenciarío como también la persona con quien se entendió la diligencia.

En ese sentido se tiene que los créditos fiscales número ********** respecto de los cuales se llevó a cabo la diligencia de notificación hecha constar en las actas verificadas el once de julio del dos mil diecisiete 
Por tanto es evidente que en las actas de notificación que se analizan se expresa claramente los créditos fiscales número ********** respecto de los cuales se llevó a cabo la diligencia de notificación; como también el nombre del notificador que realizó la diligencia, el objeto de la notificación, los datos del contribuyente a quien se dirige, así como también el domicilio en el que se efectuó la diligencia y las demás cuestiones específicas, como son la precisión en el acta de la diligencia de la persona con quien se entendió la diligencia y ostenta la firma del notificador así como del contribuyente  como la persona con quien se atendió la diligencia. 

Corolario con lo anterior, cabe destacar que atendiendo a la naturaleza de la notificación personal cuyo objeto es que el interesado o su representante legal, tenga pleno conocimiento del asunto de que se trata y pueda alegar lo que a su derecho estime conveniente y ofrecer las pruebas que estime convenientes; debe ajustarse con los requisitos previstos en el artículo 73 del Código Fiscal del Estado, que establece las formalidades de la diligencia de notificación personal, al cual se refiere el propio demandante y cuyo contenido es textualmente el siguiente.

 “ARTICULO 73.- Las notificaciones personales se harán siguiendo las siguientes reglas: 

I. El notificador acudirá al domicilio señalado para llevar a efecto la notificación y solicitará la presencia del interesado o de su representante legal. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se practicará levantando el acta correspondiente; 

II. En el caso de que no se encuentre al interesado o a su representante, se dejará citatorio con la persona que se encuentre en el domicilio o con un vecino para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, anotando en el citatorio el día y la hora en que se dejó, el nombre y firma, cargo de la persona que lo recibió y el nombre y la firma del notificado; 

III. El día y hora señalada en el citatorio, acudirá nuevamente el notificador y solicitará la presencia del contribuyente o de su representante legal, asentando en el acta respectiva esta circunstancia. Si la diligencia la atiende alguno de ellos, la notificación se llevará a cabo. En caso contrario, de igual manera se hará la notificación con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando en cualquier caso el acta correspondiente circunstanciando los hechos; 

IV. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentará este hecho, en presencia de dos testigos, nombrados por el interesado o, en su defecto por el notificador, indicando el nombre y domicilio de éstos, sin que ello invalide la notificación. En este caso, se hará la notificación por instructivo, en términos del artículo 77 de este Código; 

V. Si el interesado, su representante o la persona con quien se entienda la diligencia, además se niegan a recibir la notificación, ésta se hará por medio de instructivo; 

VI. En el caso de las notificaciones personales, surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practiquen, a menos que antes el interesado reconozca expresamente conocer el acto administrativo, y

VII. Una notificación personal, aún cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo precedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.”
Atento a la citada disposición  las reglas que deberá de seguir el notificador para realizar las notificaciones personales, son; (i) acudir al domicilio señalado para llevar la notificación, solicitando la presencia del interesado o su representante legal, y en caso de que alguno de ellos la atienda, se realizara la notificación levantando el acta correspondiente; (ii)  para el caso de que no se encuentre el interesado o su representante legal, se dejara citatorio para que aquél lo espere a una hora fija del día hábil siguiente, se señalara el nombre, firma y cargo de la persona que lo recibió; (iii) el día y hora señalada en el citatorio, el notificador acudirá nuevamente y solicitara la presencia del contribuyente o de su representante legal, si no se encontrasen la notificación se llevará a cabo con la persona que se encuentre en el domicilio, levantando el acta correspondiente circunstanciando los hechos; (iv) si la persona con la que se atiende la diligencia se niegan a firmar el acta, el notificador asentara dicho hecho en presencia de dos testigos, situación que no invalidara la notificación; (v) si la persona con la que se atiende la diligencia se niega a recibir la notificación, la misma se realizara por medio de instructivo; (vi) las notificaciones personales surtirán efectos al día hábil siguiente a aquel en que se practique; y (vii) una notificación personal, aun cuando no se realice en el domicilio señalado para la notificación, o no habiendo procedido citatorio, será válida bastando la firma del interesado en el acta respectiva.

En concordancia de lo anterior, aunque el actor en su demanda inicial niega lisa y llanamente la notificación del crédito fiscal número **********, no logró invalidar las actas circunstanciadas en que consta la notificación de los mismos, que fueron exhibidas por parte de la autoridad demandada como anexo de su contestación; razón por la cual prevalece la presunción de legalidad a que se refiere el artículo 45 del Código Fiscal del Estado.
Lo anterior es así, ya que si bien es cierto, que dicha circunstancia haya sido rebatida por el contribuyente en el sentido de que en su escrito de ampliación de demanda, niega haber atendido las diligencias de notificación de los créditos fiscales **********, como también el haber firmado dichas actas; también es cierto que, la sola manifestación de la parte actora, en cuanto a que niega haber firmado las actas en que consta la diligencia de notificación respecto de los citados créditos fiscales, que exhibe la demandada, es insuficiente para desestimar la valides de dicho documento, ya que de acuerdo a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, establecen dos reglas precisas sobre la carga de la prueba, el Actor está obligado a probar su acción, y el demandado su excepción, que quien afirma se basa en el principio de que quien afirma está obligado a probar, mientras que, el que niega, únicamente está obligado a probar en caso de que la negativa envuelva la afirmación expresa de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere un elemento de la acción; preceptos normativos que dicen textualmente lo siguiente,
 “ARTÍCULO 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”

“ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar: 

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; 

III.- Cuando se desconozca la capacidad; 

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”


Por tanto, si en el caso la parte actora niega haber signado las actas en que consta la notificación de los créditos fiscales **********, aportadas por la autoridad demandada como anexos de su escrito de contestación de demanda, implícitamente afirmó que otro lo hubiera hecho y en esas condiciones, debe demostrar con medios de prueba idóneos que la firma estampada en dichas actas de notificación no corresponde a la de ella y de no hacerlo así dicho documento merece plena credibilidad.

En ese tenor, conforme al criterio de los Tribunales Colegiados de Circuito, la prueba idónea para determinar, la firma en controversia, es o no original de una persona, es la prueba pericial grafoscópica. Lo anterior con apoyo en el criterio emitido en la jurisprudencia, que cobra relevancia por analogía al caso en particular, cuyos datos de localización, rubro y contenido enseguida se trascriben:
Época: Novena Época 

Registro: 186011 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVI, Septiembre de 2002 

Materia(s): Común 

Tesis: III.2o.C. J/17 

Página: 1269 

FIRMA, PARA DETERMINAR SU AUTENTICIDAD SE REQUIERE PRUEBA PERICIAL GRAFOSCÓPICA. Para determinar en un procedimiento judicial si la firma impugnada de falsa es o no original de una persona (autógrafa), no basta la simple comparación con otra atribuida a la misma mano que realice el juzgador, sino que es necesario llevar a cabo la verificación de su falsedad o autenticidad mediante prueba pericial grafoscópica que se aporte al sumario, ya que aunque la diferencia en la forma pudiera resaltarse con una mera observación superficial, mediante la prueba señalada se puede determinar si fue estampada por la persona a quien se considera autora, o bien, por otra distinta.
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO.

Amparo directo 945/91. Juan Lions Posada. 23 de enero de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Rodolfo Moreno Ballinas. Secretario: Francisco Javier Hernández Partida.

Amparo directo 422/94. Lorenzo Bernal Vallesteros. 13 de julio de 1994. Unanimidad de votos. Ponente: Eduardo Lara Díaz. Secretario: Arturo Ramírez Pérez.

Amparo directo 1368/97. Banco Internacional, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero Prime Internacional. 19 de septiembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Eduardo Lara Díaz. Secretaria: Martha Berenice Camarena Alejandre.

Amparo directo 2062/97. Fianzas México, S.A., Grupo Financiero Prime Internacional, ahora Fianzas México Bital, S.A., Grupo Financiero Bital. 20 de marzo de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo Domínguez. Secretario: Francisco Miguel Padilla Gómez.

Amparo directo 4259/2000. Yemina Félix de Posset y otro. 30 de marzo de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Alcaraz Núñez. Secretaria: Lucía Díaz Moreno.

Véase: Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo XIII, junio de 1994, página 577, tesis XX.1o.357 C, de rubro: "FIRMA. LA PRUEBA IDÓNEA PARA DETERMINAR SI ES O NO ORIGINAL LA. ES LA PERICIAL GRAFOSCÓPICA.".

En esa tesitura para demostrar que la firma establecida en  el documento en cuestión no corresponde a la hoy actora, es un extremo a ser probado por la propia actora, sin que en el caso haya sido ofrecido por ella, de tal manera que dicho documento merece plena credibilidad, esto es, las actas de notificación del crédito fiscal por concepto de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado; la primera número ********** “con número de requerimiento:”**********”; y la segunda del diverso crédito fiscal número **********, “con número de requerimiento:”********** ambas de fecha once de julio del dos mil diecisiete.

Bajo las anteriores consideraciones esta Sala Unitaria debe partir de la premisa de que la actora no acredito que la firma que aparece en las citadas actas de notificación de exhibidas por la autoridad demandada, no sea la de ella, por ende, no pueden tenerse desvirtuados los hechos aducidos por la autoridad fiscal sino que deben reputarse como ciertos, razón por la cual debe prevalecer la presunción de legalidad.
Derivado de lo anterior, si en la resolución contenida en el oficio número **********, de fecha 31 de enero de 2023, emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, se determina sobreseer el Recurso de Revocación, al considerar que el mismo fue presentado fuera de los treinta días siguientes, a aquel, en que haya surtido efectos la notificación del acto recurrido y que los créditos **********, fueron notificados por la Dirección General de Ingresos el día 11 de julio del 2017, surtiendo efectos el miércoles 12 de julio de 2017, por lo que al interponer el recurso hasta el 5 de diciembre de 2018, según el sello de recepción de la Dirección Jurídica y de Capacitación Fiscal de la Secretaria de Finanzas, transcurrió en exceso el plazo de los treinta días para interponer el recurso, debe tenerse por cierto lo precisado por la demandada, en virtud de que la actora no demostró que la firma establecida en  las actas de notificación  en cuestión no corresponde a ella, y por tanto no probo la excepción que hizo valer. 
3.- En contra de los créditos fiscales y como concepto de impugnación primero vertidos por la parte actora en la parte final de su escrito inicial de demanda, se duele de que dichyo0s créditos fiscales, son ilegales porque no contienen la firma autógrafa; sin embargo dicho argumento se estima infundado debido a que del análisis a las actas de notificación del crédito fiscal por concepto de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal del Estado; la primera número **********, “con número de requerimiento:”**********”; y la segunda del diverso crédito fiscal número **********, “con número de requerimiento:”**********”; ambas de fecha once de julio del dos mil diecisiete, se advierte que en la parte relativa a la constancia de entrega de documentos, se establece que los documentos entregados y notificados, se encuentran en original y con firma autógrafa, de lo que resulta lo infundado del argumento que hace la parte actora, considerando además que respecto a las actas de notificación en comento no se desvirtuó la presunción de legalidad.
4.- En el Tercero de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda, controvierte la resolución contenida en el oficio número **********, de fecha 31 de enero de 2023, emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, bajo el argumento de que la misma carece de firma autógrafa.

A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza resulta ser fundado, ello es así, en virtud de las siguientes consideraciones.

En primer término, se debe de señalar que la resolución recurrida en la materia administrativa, con número de oficio **********, de fecha 31 de enero de 2023, emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, se encuentra a fojas de la 17 a la 19 del expediente en el que se actúa.

Ahora bien, se debe de precisar  que ante la manifestación de la parte actora en el sentido de que el acto impugnado carece de firma autógrafa de la autoridad que la emitió, no es apta para estimar que a dicha parte le corresponde la carga de la prueba, ya que no se trata de una afirmación sobre hechos propios.

En virtud, de que si la autoridad en su contestación de demanda afirma que dicha resolución si contiene firma autógrafa, ello constituye una afirmación sobre hechos propios, por lo que es obligación de la autoridad demandada a demostrar los mismos, requiriendo para ello una prueba pericial grafoscopicá, resultando aplicable por analogía el siguiente criterio jurisprudencial:

Registro digital: 2000361

Instancia: Segunda Sala

Décima Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 13/2012 (10a.)

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 1, página 770

Tipo: Jurisprudencia

FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE NULIDAD, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE AQUÉL SÍ LA CONTIENE.

La manifestación del actor en un juicio de nulidad en el sentido de que el acto administrativo impugnado carece de firma autógrafa de la autoridad que lo emitió, no es apta para estimar que a él le corresponde la carga de la prueba, ya que no se trata de una afirmación sobre hechos propios. Ahora bien, si la autoridad en la contestación a la demanda manifiesta que el acto sí calza firma autógrafa, ello constituye una afirmación sobre hechos propios que la obliga a demostrarlos; además, es importante destacar que el juzgador no está en condiciones de apreciar a simple vista si la firma que calza el documento es autógrafa o no, toda vez que no posee los conocimientos técnicos especializados para ello, dado que la comprobación de ese hecho requiere de la prueba pericial grafoscópica que ofrezca la demandada.

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 5/2011. Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito. 25 de enero de 2012. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Laura Montes López.

Tesis de jurisprudencia 13/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del uno de febrero de dos mil doce.

Nota: La presente tesis deriva de la resolución dictada en el solicitud de sustitución de jurisprudencia 5/2011, en la cual la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros Luis María Aguilar Morales (ponente), Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y presidente Sergio A. Valls Hernández, determinó modificar el criterio contenido en la tesis 2a./J. 195/2007, de rubro: "FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE ÉSTE LA CONTIENE.", derivada de la contradicción de tesis 192/2007-SS, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, página 243.

Por otra parte, se debe de manifestar que en la contestación de la demanda, la autoridad demandada sostuvo que de las pruebas ofrecidas se puede apreciar que quienes entendieron la diligencia de notificación que se combate, tuvieron conciencia de que la misma contenía la firma autógrafa del funcionario emisor, según el acta de notificación de fecha seis de marzo del dos mil veintitrés.

En ese sentido debe decirse que obra a fojas 18 y 19 de autos, el acta de notificación personal de fecha seis de marzo del dos mil veintitrés, la cual merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el estado, de cuyo contenido se advierte que en la parte relativa a la constancia de entrega de documentos, se establece que los documentos entregados y notificados, son el consistente a la resolución número **********, de fecha treinta y uno de enero del 2023; según se advierte de la imagen digitalizada que enseguida se inserta, de la parte que interesa.

(Imagen Digitalizada)
De la imagen digitalizada se advierte que en ninguna parte del documento, aparece que se haya entregado la resolución en controversia, con firma autógrafa, máxime que aparece una leyenda de la persona con la que se atendió la diligencia, que dice “…no me consta que la resolución tenga la firma autógrafa del funcionario emisor competente”, de ahí que no basta que la demanda afirme que entrego el documento con firma autógrafa, sino que debe demostrarlo, resultando aplicable el siguiente criterio jurisprudencial:

Registro digital: 2008224

Instancia: Segunda Sala

Décima Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 110/2014 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Enero de 2015, Tomo I, página 873

Tipo: Jurisprudencia

FIRMA AUTÓGRAFA DEL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE NULIDAD. FORMA DE CUMPLIR CON LA CARGA PROBATORIA CUANDO LA AUTORIDAD AFIRMA QUE LA CONTIENE. En observancia a los principios de igualdad entre las partes y de equilibrio procesal, así como a la obligación de cumplir con las formalidades esenciales del procedimiento contenidos en los artículos 1o., 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los juicios deben observarse las reglas legales previstas al respecto, entre las que se encuentra la relativa a la oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que las partes soporten sus posturas. Por ello, en términos del artículo 40 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, la autoridad demandada puede ofrecer y desahogar cualquiera de los medios probatorios permitidos por la ley, a fin de acreditar sus defensas, cuya idoneidad dependerá de los hechos que pretenda acreditar, y su apreciación y valoración del prudente arbitrio del Juez; en el entendido de que los hechos citados pueden constituir circunstancias variadas, distintas a las consideradas en las ejecutorias que dieron origen a las jurisprudencias 2a./J. 195/2007 (*) y 2a./J. 13/2012 (10a.) (**). Así, ante la afirmación de la demandada de que la resolución combatida contiene la firma autógrafa de la autoridad emitente que entregó al momento de su notificación al interesado, es posible que para demostrarlo y cumplir con la carga de la prueba, exhiba constancia del acta levantada al efecto, que pueda confirmar que aquel documento se recibió firmado en original, por ser un medio de prueba legal, sobre la base de que quien atendió la comunicación tuvo conciencia del contenido de la leyenda de mérito, máxime si ésta se ubica en el área donde firmó la recepción de aquel documento. Lo anterior no impide que la parte actora pueda ofrecer prueba idónea para demostrar la falta de autenticidad de la firma correspondiente.
Motivo de lo anterior, y ya que se demostró que la resolución recurrida en sede administrativa carece de firma autógrafa, se declara su ILEGALIDAD E INVALIDEZ, y toda vez que la misma se da a consecuencia de una instancia promovida por la parte actora se ordena a la autoridad demandada, emita una nueva resolución dentro del recurso de revocación interpuesto por la actora, con la firma autógrafa de la autoridad competente.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I y III, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de la resolución contenida en el oficio número **********, de fecha 31 de enero de 2023, emitida por la Directora General de Ingresos de la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado, dentro del recurso de revocación interpuesto en contra del crédito fiscal **********; por las razones, fundamentos y para los efectos expuestos en el punto número 4, del considerando sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Con copia debidamente certificada de la presente resolución, notifíquese personalmente al actor y por correo a la demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. Rubricas.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
